EL PROCEDIMIENTO MONITORIO LABORAL EN CHILE.
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1.- INTRODUCCION.


La reciente reforma al procedimiento laboral
, contiene una serie de cambios sustantivos, asignando al Juez del Trabajo un rol activo en el proceso, de lo que dan cuenta los principios de la inmediación y el impulso procesal de oficio. Complemento sustantivo de esta reforma, lo constituye el incremento en el número de Jueces tanto del trabajo, así como la creación de los juzgados de cobranza laboral y previsional.


El Juez tiene la responsabilidad de dirigir efectivamente el proceso, y preocuparse en cada etapa de que este concluya en forma oportuna y efectiva, incluso en la etapa de cumplimiento del fallo, que no será ya responsabilidad del demandante sino del propio tribunal, sin olvidar el rol cautelar que le asigna la ley.


La citada reforma regula el procedimiento de aplicación general, el cumplimiento de la sentencia y la ejecución de los títulos ejecutivos laborales, el procedimiento de tutela laboral referido a la vulneración de derechos fundamentales, el procedimiento monitorio y el procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas.


Esta ponencia se ocupa del procedimiento monitorio, el que sin duda constituye uno de los aportes más importantes, no sólo al procedimiento laboral sino que también al derecho procesal en Chile, en lo que será posiblemente un anticipo a la reforma civil. Es efectivo que en materia penal existe un procedimiento de estructura monitoria, pero sin el alcance que puede llegar a tener esta institución –tan generalizada en Europa- fundamentalmente en demandas de cobro de dinero.

Sin duda, una particularidad del caso chileno, es que se incorpora el procedimiento monitorio en el ámbito del procedimiento laboral, y no en el procedimiento civil, como acontece en la mayoría de los países.

Es una institución poco conocida en nuestra cultura jurídica, tal vez ello explica las aprensiones y reticencias, incluso en América sólo la encontramos en algunos países como Perú, Brasil y Uruguay
. Sin embargo, al conocer sus características se concluye sobre su potencialidad como instrumento que salvaguardando la bilateralidad y derecho de las partes, permite evitar procesos inútiles donde la contradicción resulta innecesaria pero que debe cumplirse por la estructura procesal, destinando los tribunales y las partes recursos que podrían dirigirse a otros asuntos. 

El profesor y quien fuera ministro de la Corte Suprema de Chile, Domingo Kokisch, promueve con entusiasmo este procedimiento: “Se debería abogar por una pronta introducción del proceso monitorio en Chile, aun cuando se podría objetar dada la enorme cantidad de procesos especiales existentes en nuestro ordenamiento jurídico, pero lo cierto es que nos encontramos ante un proceso especial que en la práctica, por su enorme importancia, se ha convertido (...) en el proceso de cognición ordinario de la gran mayoría de los países europeos. Más de siete millones de demandas anuales, sólo en la República Federal de Alemania avalan la gran efectividad práctica de este proceso. La introducción de este procedimiento en Chile no sólo es, por lo tanto, aconsejable sino que también recomendable”.


Este procedimiento no estaba contenido en la propuesta de reforma al procedimiento laboral elaborada por el Foro constituido para esta materia, sino que es incorporado por indicación parlamentaria durante el proceso legislativo
.
Desarrollaré en primer lugar aspectos generales, que explican el origen, concepto y características del procedimiento en estudio, para después analizar el procedimiento regulado en el actual Código del Trabajo. Advierto que la última versión plasmada en la ley, abre una interrogante sobre el carácter monitorio del proceso que se establece bajo esa denominación, dado que contiene algunos trámites y se destina a fines que ponen en riesgo seriamente su naturaleza monitoria, lo que puede significar desprestigiar una institución procesal ampliamente recogida en el derecho comparado europeo, tanto nacional como comunitario. 
2.- ASPECTOS GENERALES

ORIGENES DEL PROCEDIMIENTO MONITORIO.


Según coinciden varios autores, sus orígenes se remontan a la Alta Edad Media en Italia, en el siglo XIII, desapareciendo por influencia francesa, reapareciendo sólo a partir del año 1922. Francia lo incorpora a su ordenamiento jurídico el año 1937. En la actualidad la mayoría de los países europeos lo considera como un mecanismo expedito para el cobro de sumas de dinero en forma simplificada.


A nivel de la Unión Europea “la Directiva 35/2000 del Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de junio de dicho año, se refiere en su artículo 5 al proceso monitorio, aún sin darle esa denominación estableciendo que, los Estados miembros velarán porque se pueda obtener un juicio ejecutivo, independientemente del importe de la deuda, normalmente en un plazo de 90 días naturales a partir de la presentación de la demanda o de la solicitud por parte del acreedor ante el juzgado competente, siempre que no haya habido impugnación de la deuda”
. En fecha más reciente, la Unión Europea dicta el Reglamento 1896/2006
, por el cual se “establece un proceso monitorio europeo”, el cual se puede utilizar para demandas transfronterizas, manteniéndose los procedimientos especiales de cada país para el cobro al interior de sus fronteras, y comprende un amplio espectro de deudas derivadas de contratos de compraventa, arrendamientos, servicios, laboral, etc
.

El desarrollo logrado en los países europeos ha sido dispar, teniendo su mayor expresión en países como Alemania o Austria. “En Alemania más de siete millones de reclamaciones a deudas civiles y mercantiles se tramitan por sus causes procedimentales, y algo similar proporcionalmente sucede en Francia o Italia”
.


Independientemente del balance que pueda hacerse del proceso monitorio en Europa, interesa subrayar que su objetivo es evitar juicios innecesarios, cuando de los antecedentes acompañados por el reclamante o demandante –que carece de un título ejecutivo-, se deriva con claridad la existencia de una deuda, y que por lo tanto difícilmente existirá oposición del deudor, entonces no se justifica un proceso declarativo previo, y se desarrolla entonces esta modalidad más expedita, que se encuentra  a mitad de camino entre un juicio ejecutivo y un juicio declarativo
.

CONCEPTO DEL PROCEDIMIENTO MONITORIO.


Como señala Toribios, “monitorio” hace referencia a un aviso o advertencia, procediendo de la raíz latina “monitorius” que significa amonestar. En este sentido, agrega Macías, procede del sustantivo “monición” que es equivalente a “consejo que se da o advertencia que se hace a uno”.


El profesor Alvaro Pérez, nos hace presente, citando el documento base para la reforma procesal civil en Chile, que “la gran ventaja del proceso monitorio consiste en constituir un medio insustituible para eliminar el proceso en aquellos supuestos en que no exista un conflicto jurídico, sino simplemente una resistencia injustificada del deudor a cumplir la obligación”.

Se han dado distintos conceptos de este procedimiento:

1.- “Aquel que tiene por finalidad la rápida creación de un título puro de ejecución, por medio de la inversión del contradictorio en el sentido de que éste puede o no existir según que medie o no oposición del demandado”.

2.- “Procedimiento jurisdiccional carente de fase declarativa, destinado a tutelar aquellos derechos de créditos de índole pecuniaria y de mediana cuantía, que se encuentren debidamente documentados y cuya especial finalidad radica en obtener, en el menor tiempo, con el menor coste posible y sin más garantías que la derivada de la propia intervención judicial, un título que permitirá abrir el procedimiento de ejecución forzosa del derecho de crédito impagado”.

3.- “Proceso especial declarativo que tiene por objeto las pretensiones ordinarias líquidas de cuantía no superior a los cinco millones de pesetas en el que, la falta de oposición al requerimiento judicial de pago librado por el juez a instancia del acreedor, previo examen de los documentos por él aportados y sin audiencia previa del deudor, da lugar a la creación de un título ejecutivo con efectos de cosa juzgada”.

4.- “Proceso especial plenario rápido, que tiende, mediante la inversión de la iniciativa del contradictor, a la rápida creación de un título ejecutivo con efectos de cosa juzgada en aquellos casos que determina la ley”
.

5.- “Procedimiento a través del cual, concurriendo las condiciones requeridas por la ley, el juez emite una resolución sobre el fondo (normalmente idónea a provocar la ejecución forzosa), a petición de una de las partes, sin el previo contradictorio de la parte frente a la cual la resolución ha sido emitida”
.


Por último, como claramente lo señala la Profesora Bernal
, “la combinación de los dos elementos sustanciales: finalidad que persigue este proceso, la rápida creación de un título ejecutivo; y material por otro, en la inversión de la iniciativa del contradictorio, es por lo tanto lo que mejor define el proceso monitorio”.
CARACTERISTICAS.


De los conceptos citados, se derivan una serie de características propias de este procedimiento. Una primera consiste en que se trata de un procedimiento breve, de corta duración. Constituyendo un tipo especial de procedimiento sumario.


En segundo lugar, puede afirmarse que la intervención del Juez es también bastante acotada, se limita a acoger o rechazar la pretensión a partir del examen de los antecedentes acompañados a la demanda o incluso sólo sobre la base de las razones expuestas por el actor.


Otra característica, es que mediante este procedimiento se pretende la rápida obtención de un título ejecutivo, el que se logra cuando el Juez acoge la demanda y no existe oposición del demandado.


Precisamente las características anteriores dan cuenta de que el objetivo es obtener el pago de sumas de dinero adeudadas, de un monto no muy elevado.


Pero de todas, la característica más destacada por los autores es la que se denomina la inversión de la iniciativa del contradictor o la inversión del contradictorio. Esta característica, es tal vez la que resulta más difícil de comprender en nuestra cultura procesal, dado que en apariencia se afecta la bilateralidad y el derecho a ser oído. Esta aprensión, es claramente desvirtuada por el Profesor Alvaro Pérez, en su artículo ya citado:


“El derecho a ser oído no depende de la participación de hecho del requerido, sino apenas de la posibilidad que se le brinde para ello. Y en caso de no hacer uso de la posibilidad no debe obstaculizársele el efectivo ejercicio de la jurisdicción en beneficio de la otra parte. La misma argumentación exigiendo una interpretación flexible en la interpretación del derecho a ser oído fue sostenida por The House of Lords. La posibilidad procedimental para oponerse y de esa manera poder acceder a un contradictorio, donde sí se discutirá la fundabilidad de una pretensión reviste garantía suficiente. Una parte no puede verse perjudicada jurídica y fácticamente por la inacción de la otra. Así no sólo se justifican institutos como la rebeldía, sino formas procesales que apoyándose en esta permitan la debida tutela jurisdiccional. De este modo el silencio toma relevancia en beneficio de la requirente habiendo tenido el requerido posibilidad de defenderse. Esta discusión en torno al debido proceso se vio multiplicada con la reforma de la Constitución Italiana y su Art. 111, habiéndose ratificado la adecuación del proceso monitorio a las exigencias del debido proceso”.

Por último, resulta difícil clasificar si el procedimiento es declarativo o ejecutivo. Se ha sostenido que está en el camino intermedio entre ambos procedimientos, ya que al obviar la etapa de discusión o contradicción no estaríamos frente a un procedimiento declarativo. Pero como el actor no cuenta con un título ejecutivo –el que precisamente pretende obtener- tampoco podríamos calificarlo como de ejecución
.

TIPOS DE PROCEDIMIENTO MONITORIO.


Una primera clasificación que interesa considerar, es la que distingue entre procedimiento monitorio sin base documental y procedimiento monitorio con base documental. El primero consiste en un procedimiento que para su inicio no exige del demandante contar con documentos fundantes, sino que resulta suficiente su afirmación ante el Juez de que el demandado le adeuda una determinada suma de dinero. Es la manifestación más extrema de este procedimiento, en que se favorece la buena fe del acreedor.


En el caso del procedimiento monitorio con base documental, es requisito contar con documentación fundante, la cual puede emanar de cualquiera de las partes o incluso de un tercero, documentación que permite dar una mínima base de seriedad a la pretensión del actor, sin que se exijan determinadas formalidades de los documentos. En algunos sistemas podrá haber una enumeración de ciertos documentos para determinadas deudas, enumeraciones que normalmente son abiertas. Algunos de estos instrumentos constituyen títulos ejecutivos imperfectos.


La otra clasificación es la que distingue entre procedimiento monitorio sujeto a cuantía y procedimiento monitorio sin límite de cuantía. En el caso chileno encontramos las dos modalidades: al momento del término de la relación laboral el trabajador puede demandar por esta vía créditos en contra del empleador hasta determinado monto; sin embargo, en el caso de la mujer con fuero maternal y que es despedida ilegalmente, podrá demandar independientemente de la cuantía de lo adeudado.
ANTECEDENTES DEL PROCEDIMIENTO MONITORIO EN CHILE.


El único antecedente en Chile sobre este procedimiento, lo encontramos en el Código Procesal Penal, que en su artículo 392 regula para el caso de la tramitación de faltas. Es un procedimiento especial dentro del procedimiento simplificado para el conocimiento de faltas. Se aplica cuando en la tramitación de las faltas, el fiscal sólo solicitare pena de multa. En este caso “si el juez estimare suficientemente fundado el requerimiento y la proposición relativa a la multa, deberá acogerlos inmediatamente, dictando una resolución que así lo declare”. Si el imputado no reclama de la multa, ya sea su improcedencia o monto, dentro del plazo de quince días desde que le fuera notificada, se entenderá que acepta su imposición. Si dentro del plazo señalado el imputado manifiesta su falta de conformidad, o el juez no considera suficientemente fundado el requerimiento o la multa propuesta por el fiscal, se proseguirá con el procedimiento simplificado aplicable al conocimiento y fallo de las faltas.


No encontramos en nuestro ordenamiento jurídico otro procedimiento similar, el que probablemente tendrá una expansión hacia el ámbito del derecho civil
.

3.- ANTECEDENTES DEL PROCESO LEGISLATIVO.

3.1.- EL PROCEDIMIENTO MONITORIO LABORAL DE LA LEY 20.087.


La ley 20.087, publicada en el Diario Oficial de fecha 3 de enero de 2006, consideró entre los nuevos procedimientos, el procedimiento monitorio, al cual debía someterse el conocimiento de las contiendas por término de la relación laboral con cuantía igual o inferior a 8 ingresos mínimos mensuales, y aquellas a que se refiere el artículo 201 del Código del Trabajo, es decir cuando es despedida ilegalmente
 una trabajadora protegida por fuero maternal
.

El procedimiento monitorio contenido en esta primera ley consideraba dos etapas, una administrativa y otra judicial.
3.1.1.- ETAPA ADMINISTRATIVA.


El procedimiento se iniciaba con la presentación, por parte del trabajador, de un reclamo en la Inspección del Trabajo. La que citaba a un comparendo de conciliación a las partes.

Las partes debían concurrir con sus instrumentos probatorios. Esta exigencia no se debía a que en la audiencia de conciliación se abriera un término probatorio. Simplemente el legislador recogió lo que es la práctica de lustros de la Dirección del Trabajo, la cual frente a un despido y efectuado el reclamo por el trabajador, cita a las partes y les requiere documentación, de acuerdo a sus facultades, para promover un acuerdo sobre la base de las prestaciones adeudadas, para lo cual se requiere en muchos casos revisar los antecedentes de los que se derivan los montos y períodos adeudados. El conciliador tampoco debía dictar una resolución si las partes no conciliaban, sólo dejar consignado el desacuerdo. Frente a la ausencia total o parcial de conciliación, la Inspección del Trabajo debía remitir –de oficio- todos los antecedentes al Tribunal competente.

Se criticó a este procedimiento que impedía al trabajador acceder directamente a los Tribunales, quedando obligado a tener que concurrir primero al órgano administrativo. Esto fue corregido en la versión definitiva, estableciendo sólo un incentivo para concurrir previamente a la Inspección del Trabajo. 
3.1.2. ETAPA JUDICIAL.


Con los antecedentes de la Inspección, el Juez debía dictar una resolución acogiendo o rechazando las pretensiones del trabajador.
Esta resolución se notificaba a las partes. Es necesario llamar la atención que no se consideraba en esta notificación la advertencia al demandado, sobre los efectos que le puede acarrear su falta de oposición, más allá de lo que puede ser habitualmente un apercibimiento, sino que indicarle claramente que su falta de reclamo convertirá la resolución en título ejecutivo para el cobro de lo adeudado. Lo anterior da cuenta precisamente de la denominación del procedimiento “monitorio”, es decir el aviso o advertencia que se formula al deudor.
Frente a la resolución entonces, el empleador (o el trabajador si no se acogen sus pretensiones) debía interponer reclamo ante el mismo Juez dentro del plazo de 5 días, ya que de no hacerlo se produce el efecto anterior. Con este reclamo, se pone término, en estricto rigor, a la etapa propiamente monitoria, que como puede observarse es bastante simple. Producida la oposición o reclamo, se inicia la etapa declarativa o de contradicción, después que el Juez ha dictado una primera “resolución-sentencia”.

Contra esta resolución, que acoge o rechaza la pretensión del trabajador, sólo procedía el reclamo, y ningún otro recurso
, por ello, insisto, es tan importante la certeza de que el demandado esté notificado y debidamente advertido de las consecuencias de su inacción. No comparto lo sostenido por el Profesor L. Lizama
, en el sentido que si no hay oposición, al convertirse en una sentencia definitiva, procedería la apelación. La verdad es que este procedimiento, en estricto rigor –en derecho comparado- concluye con esta resolución, cumpliéndose el objetivo del acreedor de obtener un título ejecutivo, o resultando fallido su objetivo, en cuyo caso debe optar por un procedimiento declarativo, sea a continuación y en un mismo procedimiento –como es el caso en estudio- o iniciando un nuevo procedimiento, frente al mismo u otro tribunal.
Formulado el reclamo por cualquiera de las partes –pudiendo ser ambas si el Juez acoge parcialmente la pretensión del trabajador- se debe citar a una audiencia preparatoria y luego a una de juicio, siguiendo la misma estructura del procedimiento de aplicación general, sólo que con plazo más breves. El juez dictará sentencia, la que sí podría ser objeto de apelación.
COMENTARIOS CRITICOS.


a.- La incorporación de este procedimiento, es sin duda un tremendo aporte para un efectivo y ágil acceso a la justicia
, tanto para los trabajadores que demandan sumas de dinero, como para la mujer con fuero maternal que es despedida ilegalmente
. 

b.- No obstante lo anterior, existían varias deficiencias en su diseño que podían entrabar su aplicación y traicionar su objetivo de ser expedito y breve.

Es muy loable el reconocimiento de la larga tradición de la actividad conciliadora de las Inspecciones del Trabajo, y parece muy bien que el legislador la incorpore expresamente, ya no sólo en referencias tangenciales
. Sin embargo, de ahí a incorporarla como parte de un procedimiento judicial, produce más inconvenientes que ventajas. En el derecho comparado no se encuentra una modalidad de este tipo, en que se integren en un procedimiento monitorio una etapa en la administración del trabajo y otra en tribunales. Existe sí, como requisito de procesabilidad, la obligación de concurrir previamente a una gestión de conciliación prejudicial, pero en ningún caso integrada en un mismo procedimiento.

Así por ejemplo podía surgir como exigencia que las partes concurrieran al comparendo ante la Inspección del Trabajo, con patrocinio de abogado
, también podían existir problemas con las notificaciones, quién y con qué modalidad las realizaba, por otra parte, por ser una etapa dentro de un mismo procedimiento podrían existir vicios que luego afectaran la validez del procedimiento en la etapa judicial, como otra serie de aspectos menores que no interesa desarrollar en este artículo. 
c.- La obligación de la Inspección de remitir al Tribunal competente los antecedentes en todos aquellos casos en que no existiera conciliación, sea total o parcial, suponía que incluso aquellos casos de muy baja cuantía, en que incluso el trabajador no tenga interés en perseverar por los costos que le significa un juicio, por ejemplo sólo en el tiempo del que debe disponer, igualmente llegaría a Tribunales.
d.- En la etapa judicial, se consideraba efectivamente la estructura de procedimiento monitorio –entre la recepción de antecedentes por parte del Tribunal y hasta el momento en que alguna de las partes reclamara de la resolución judicial- sin embargo hay algunos aspectos de este tipo de procedimiento que no estaban suficientemente desarrollados o simplemente no considerados y que podían afectar seriamente la confianza social en el mismo.
En primer lugar, existía una enorme imprecisión en la forma en que se debía notificar al deudor, según ya se expresó precedentemente. Dado las consecuencias que tiene la falta de oposición a la resolución, debe existir la más absoluta certeza de que el deudor ha sido efectivamente notificado.
Por otra parte, tampoco se consideraba que en la resolución o en el acto de notificación, el Tribunal advirtiera al empleador, sobre las consecuencias que le acarreaba la resolución y los derechos que podía ejercer frente a esta actuación judicial
. Esto unido a que se otorgaba un plazo extremadamente breve para reclamar, de 5 días, el que era del todo insuficiente para elaborar una adecuada defensa.
e.- Finalmente, en caso de interponerse reclamo en contra de la resolución por alguna de las partes, se debía dar inicio a la etapa de contradicción, sometida al mismo procedimiento de aplicación general, con audiencia preparatoria y de juicio, con plazos más breves. Esto era absurdo, un procedimiento para casos de cuantía inferior, debía someterse a tres audiencias: una ante la Inspección y dos ante el Tribunal.
3.2.- EL PROCEDIMIENTO MONITORIO Y LA PROPUESTA DE REFORMA.


Considerando precisamente las críticas a este procedimiento, las cuales apuntaban a su perfeccionamiento, dado el gran aporte que puede significar para hacer expedita la justicia laboral, la comisión que estudió los ajustes a la reforma laboral, hizo una propuesta que modifica estructuralmente el procedimiento ya descrito, dejando a salvo lo esencial de un procedimiento monitorio.

Sin embargo, las modificaciones formuladas en el trámite legislativo, particularmente las incorporadas en el Senado, afectan el carácter monitorio de este procedimiento.
4.- LA VERSION DEFINITIVA: PROCEDIMIENTO ¿MONITORIO?.


Se elevó la cuantía a 10 ingresos mínimos mensuales
, referida a cualquier contienda y no sólo a las por término de la relación laboral (excluidos los incrementos por Ley Bustos), y también los casos de despido ilegal de trabajadora con fuero maternal
.

Por otra parte, el procedimiento no se inicia en la Inspección del Trabajo, sino que directamente en un Tribunal. Sin embargo se incorpora un incentivo para que los trabajadores sigan concurriendo a la Inspección, previo someter a tribunales su conflicto. La importancia de esto radica en que la actuación conciliadora de la Administración, evita que una gran cantidad de conflictos que pueden ser conciliados por la actuación de sus funcionarios conciliadores, pasen innecesariamente a Tribunales.

El trabajador que tiene una pretensión de la cuantía señalada, puede optar
 entre el procedimiento de aplicación general y el monitorio. Si quiere optar por este último, más breve y expedito, deberá necesariamente concurrir primero a la Inspección. Si opta por el de aplicación general, no será necesario concurrir al órgano administrativo, pero deberá enfrentar un procedimiento más prolongado y complejo. No obstante, queda exceptuada la trabajadora con fuero maternal que desea demandar la nulidad del despido por separación ilegal, la cual puede demandar directamente ante el Tribunal, utilizando el procedimiento monitorio. Esta consideración es de la mayor relevancia, ya que atendido el bien jurídico protegido, otorga a la mujer un procedimiento expedito y sumarísimo para obtener la reincorporación y el pago de las remuneraciones adeudadas.


Si el trabajador opta entonces por el trámite administrativo previo, requisito de procesabilidad para utilizar el procedimiento monitorio, y no se produce conciliación, ya sea porque no logró acuerdo con el empleador o este no compareció ante la Inspección, podrá concurrir
 al Tribunal competente para interponer la acción correspondiente.

Si se decide a demandar, deberá interponer demanda monitoria, la que debe ser por escrito y contener las menciones de acuerdo a la regla general, acompañar el acta del comparendo celebrado ante la Inspección y los documentos presentados en éste. Esta exigencia no rige para la trabajadora con fuero maternal.

En mi opinión, el trabajador no podría incorporar en su demanda, pretensiones no consideradas ante la Inspección del Trabajo, ya que no cumplirían el requisito de haber sido objeto de conciliación. Por el contrario, podría optar por excluir algunas tratadas en la Inspección, si por parecerle difíciles de acreditar no serán acogidas por el Juez.


En relación a la cuantía, adquiere relevancia al momento de interponer la demanda monitoria. Es otro aspecto que deberá revisar el Juez. Podría suceder entonces, que lo reclamado ante la Inspección sea un monto superior a 10 IMM, pero sin embargo se concilie una parte y el saldo corresponda a la cuantía establecida, en cuyo caso podrá entonces utilizar el procedimiento monitorio. Esto puede ocurrir, porque nada impide que un trabajador que tenga una pretensión superior a 10 IMM, pueda igualmente interponer reclamo ante la Inspección, sin perjuicio que después interponga demanda laboral vía procedimiento de aplicación general o monitorio en el caso señalado precedentemente.
Frente a la demanda monitoria, según la modificación al inciso 1º del artículo 500, el Juez ya no tendrá sólo dos alternativas: acogerla o rechazarla, que es de la esencia del monitorio, sino que ahora tiene una tercera posibilidad, “en caso de no existir antecedentes suficientes para este pronunciamiento, el tribunal deberá citar a la audiencia establecida en el inciso quinto del presente artículo”.


Esta norma puede significar tener un procedimiento monitorio “non nato”, ya que precisamente la estructura monitoria supone un procedimiento simplificadísimo, y un Juez que resuelve acogiendo o rechazando la demanda. Lo propuesto desvirtúa gravemente esta lógica procesal.


Puede ocurrir que los Jueces, siguiendo el camino tradicional, y sin comprender que los sistemas monitorios sí garantizan la bilateralidad –para lo cual como se ha señalado es muy importante la calidad de la notificación al demandado-  opten simplemente por citar a la audiencia señalada. De ser así, preferible sería entonces hacer una indicación, y titular el Párrafo 7º del Capítulo II, del Título I del Libro V, como Procedimiento de Menor Cuantía o Sumario.


Establece además este nuevo inciso, que el Juez “para pronunciarse, deberá considerar, entre otros antecedentes, la complejidad del asunto que se somete a su decisión, la comparecencia de las partes en la etapa administrativa y la existencia de pagos efectuados por el demandado”.


No se alcanza a comprender el sentido de estos criterios que se dan al Juez, ya que tampoco se explica la modificación en los antecedentes del debate al interior de la Comisión de Trabajo del Senado. Respecto de la complejidad del asunto, no parece necesario que el legislador se lo diga al Juez, ya que como estaba en la propuesta original, si el Juez no estimaba suficientemente fundada la demanda o insuficientemente acreditada la pretensión del trabajador, simplemente la rechazaba y en ese caso el demandante podía optar por reclamar ante el mismo Juez para que citara a una audiencia. Pero siempre dejando el impulso procesal a la parte.


La comparecencia de las partes en la etapa administrativa, como un aspecto a considerar resulta también llamativo. Si el empleador no compareció, que es la única posibilidad ya que si no comparece el trabajador no puede demandar por la vía monitoria, significa que esta circunstancia puede inclinar al Juez a rechazar la demanda o utilizar la tercera alternativa de citar a una audiencia. Lo anterior puede resultar un incentivo para que los empleadores no asistan ante la Inspección, con lo cual no podrá realizarse la gestión de conciliación, y se incrementen las demandas ante Tribunales.


Detrás de lo anterior –sospechamos ya que ignoramos el razonamiento de los legisladores- debe existir el prejuicio de que se vería afectada la bilateralidad, insistimos sólo para el empleador, ya que no compareció ante la Inspección. Sin embargo, en este procedimiento, cuestión que no se ha entendido suficientemente, la bilateralidad se garantiza con la notificación de la resolución dictada por el Juez acogiendo o rechazando la demanda. Notificación que deberá hacerse de acuerdo a las reglas generales, es decir personalmente
. El empleador notificado, aunque no haya concurrido a la Inspección, sabrá si reclama o no de la resolución que le resulte desfavorable, y si reclama habrá audiencia, derecho a contestar, probar y recurrir.


La existencia de pagos efectuados por el demandado. ¿Qué importancia tiene para la resolución judicial?. Si el empleador debe una suma de dinero y está suficientemente acreditado en la demanda monitoria, el Juez debe dictar resolución acogiendo la demanda, descontando por cierto lo pagado, y si no está suficientemente acreditado rechazará la demanda. O lo que se quiere decir es que si pagó una parte, ¿constituye una suerte de “atenuante” de responsabilidad?, ¿se justificaría que el Juez no acogiera la demanda aunque esté acreditada la deuda?. O habría que entender que si pagó alguna suma de dinero, sería una suerte de confesión del empleador, si lo hizo sin reconocer la obligación, pero con el objeto de promover una conciliación?.


Todo parece trasuntar, insisto, un desconocimiento de este mecanismo procesal, una desconfianza en la labor y criterio de los jueces y de la racionalidad en la actuación de las partes y sus abogados.


El Juez debe dictar una resolución
, en la que acoge o rechaza las pretensiones del trabajador, pudiendo ser mixta, acogiendo algunas y rechazando otras o cita derechamente una audiencia. Esta resolución se deberá notificar al empleador de acuerdo a las reglas generales, es decir en forma personal. Esto es muy importante y despeja una gran interrogante del procedimiento original, ya que como se ha señalado, la certeza de la notificación adquiere particular relevancia en este tipo de procedimiento.


Se establece además, otro aspecto relevante, en la notificación se debe hacer constar los efectos que producirá la falta de reclamo o su presentación extemporánea: para el empleador significará, si el Juez acogió las pretensiones del trabajador, que la falta de reclamo en determinado plazo convertirá dicha resolución en título ejecutivo, no procediendo en su contra ningún otro recurso, y será derivada el Tribunal de Cobranza o al funcionario que corresponda, para su liquidación y cobro. 
Aquí estamos en presencia de lo esencial del procedimiento monitorio, esta resolución y su notificación, constituyen el llamado o advertencia que el Juez hace al deudor.

El empleador entonces tiene dos caminos, reclamar o guardar silencio, estando informado de las consecuencias que tiene para él la opción que elija. Para reclamar cuenta con un plazo ahora de 10 días hábiles, reclamo que si bien la ley no lo dice a mi juicio debiera ser fundado, dado que hará las veces de contestación a la demanda, considerando además el principio de buena fe que informa todo procedimiento.

Si opta por la inactividad, la consecuencia será la señalada en la notificación, la resolución queda firme y ejecutoriada y pasa a ser título ejecutivo, no siendo posible interponer ningún recurso
.

Presentado el reclamo por cualquiera de las partes, el Juez cita a una audiencia única de conciliación y prueba, la que debe celebrarse dentro de los quince días siguientes a la presentación del reclamo. A esta audiencia las partes deben asistir con todos sus medios de prueba, la que tendrá lugar con sólo la parte que asista. La sentencia se debe dictar
 al término de la misma.

Esta sentencia puede ser objeto del recurso de nulidad, novedoso también en el ámbito laboral, el que es conocido por la respectiva Corte de Apelaciones.

Finalmente cabe hacer referencia a la incomprensible modificación al procedimiento de reclamación en contra de resoluciones de multas
 que emanen de la Dirección del Trabajo y de otras resoluciones que dicte la autoridad. La nueva redacción del artículo 503, en su inciso 4º, establece que la substanciación de esta reclamación “se regirá por el procedimiento de aplicación general (…), a menos que la cuantía de la multa, al momento de la dictación de la resolución que la impone o de la que resuelve la reconsideración administrativa respecto de ella, sea igual o inferior a 10 Ingresos Mínimos Mensuales, caso en el cual, se sustanciará de acuerdo a las reglas del procedimiento monitorio”.

No hay explicación técnica para esta modificación –desde el punto de vista del procedimiento monitorio- dado que no responde al tipo de asuntos para los cuales está diseñada esta forma procesal. Encontramos en las actas de la Comisión de Trabajo del Senado una advertencia sobre este aspecto del abogado que asistió a dicho debate, don Marcelo Drago: “El abogado señor Drago hizo presente algunas inquietudes en torno a la indicación en análisis. En primer término, señaló que el procedimiento monitorio está asociado al cobro directo de ciertas sumas de dinero, esto es, sin mayor cuestión del fondo del asunto. Sin embargo, añadió, cuando se discute una multa, con la nueva propuesta de la indicación, será posible abordar la materia de fondo.”


Efectivamente, aquí no estamos frente al cobro de una suma de dinero, sino que se está haciendo una impugnación de un acto administrativo que aplica una multa por infracción laboral. ¿Cómo podría el Juez con el sólo mérito de la demanda monitoria y de la resolución de multa que se adjunte resolver si acoge o rechaza la demanda?. Necesariamente va a optar por citar a una audiencia, en consecuencia en la práctica estaremos frente a un procedimiento sumario, pero en ningún caso en un procedimiento monitorio.
ANEXO

ARTICULADO PROCEDIMIENTO MONITORIO

Artículo 496.- Respecto de las contiendas cuya cuantía sea igual o inferior a diez ingresos mínimos mensuales, sin considerar, en su caso, los aumentos a que hubiere lugar por aplicación de los incisos quinto y séptimo del artículo 162; y de las contiendas a que se refiere el artículo 201 de este Código, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.

Artículo 497.- En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio, será necesario que previo al inicio de la acción judicial se haya deducido reclamo ante la Inspección del Trabajo que corresponda, la que deberá fijar día y hora para la realización del comparendo respectivo, al momento de ingresarse dicha reclamación.


Se exceptúan de esta exigencia las acciones referentes a las materias reguladas por el artículo 201 de este Código.


La citación al comparendo de conciliación ante la Inspección del Trabajo se hará mediante carta certificada, en los términos del artículo 508, o por funcionario de dicho organismo, quien actuará en calidad de ministro de fe, para todos los efectos legales. En este caso, deberá entregarse personalmente dicha citación al empleador o, en caso de no ser posible, a persona adulta que se encuentre en el domicilio del reclamado.


Las partes deberán concurrir al comparendo de conciliación con los instrumentos probatorios de que dispongan, tales como contrato de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de asistencia y cualesquier otros que estimen pertinentes.





Se levantará acta de todo lo obrado en el comparendo, entregándose copia autorizada a las partes que asistan.
Artículo 498.- En caso que el reclamante no se presentare al comparendo, estando legalmente citado, se pondrá término a dicha instancia, archivándose los antecedentes.





Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el trabajador podrá accionar judicialmente conforme a las reglas del procedimiento de aplicación general regulado en el Párrafo 3° del presente Título.

Artículo 499.- Si no se produjere conciliación entre las partes o ésta fuere parcial, como asimismo en el caso que el reclamado no concurra al comparendo, el trabajador podrá interponer demanda ante el juez del trabajo competente, dentro del plazo establecido en los artículos 168 y 201 de este Código, según corresponda.


La demanda deberá interponerse por escrito y contener las menciones a que se refiere el artículo 446 de este Código.


Deberá acompañarse a ella el acta levantada en el comparendo celebrado ante la Inspección del Trabajo y los documentos presentados en éste. Esta exigencia no regirá en el caso de la acción emanada del artículo 201.

Artículo 500.- En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del demandante, las acogerá inmediatamente; en caso contrario las rechazará de plano. Para pronunciarse, deberá considerar, entre otros antecedentes, la complejidad del asunto que se somete a su decisión, la comparecencia de las partes en la etapa administrativa y la existencia de pagos efectuados por el demandado. En caso de no existir antecedentes suficientes para este pronunciamiento, el tribunal deberá citar a la audiencia establecida en el inciso quinto del presente artículo.

Las partes sólo podrán reclamar de esta resolución dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, sin que proceda en contra de ella ningún otro recurso.


La notificación al demandado se practicará conforme a las reglas generales.


En todo caso, en la notificación se hará constar los efectos que producirá la falta de reclamo o su presentación extemporánea.


Presentada la reclamación dentro de plazo, el juez citará a las partes a una audiencia única de conciliación y prueba, la que deberá celebrarse dentro de los quince días siguientes a su presentación.

Si el empleador reclama parcialmente de la resolución que acoge las pretensiones del trabajador, se aplicará lo establecido en el artículo 462.

Artículo 501.- Las partes deberán asistir a la audiencia con todos sus medios de prueba y, en caso de comparecer a través de mandatario, éste deberá estar expresamente revestido de la facultad de transigir.


La audiencia tendrá lugar con sólo la parte que asista.

El juez deberá dictar sentencia al término de la audiencia, la que deberá contener las menciones señaladas en los números 1, 2, 5, 6 y 7 del artículo 459.

Artículo 502.- Las resoluciones dictadas en el procedimiento monitorio serán susceptibles de ser impugnadas por medio de todos los recursos establecidos en este Código, con excepción del recurso de unificación de jurisprudencia contenido en los artículos 483 y siguientes.
� Abogado U. de Chile. Profesor de la Cátedra de Derecho del Trabajo Universidad ARCIS. Profesor de Diplomados de Derecho del Trabajo: U. de Chile, U. Católica, U. Alberto Hurtado, U. del Desarrollo, U. La República, U. Andrés Bello. Presidente Sociedad Chilena de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.


� Ley 20.087, publicada en el Diario Oficial de fecha 3 de enero de 2006, modificada por las leyes 20.252 y 20.260, publicadas en los Diarios Oficiales de fecha 15 de febrero de 2008 y 29 de marzo del mismo año, respectivamente, ha entrado en vigencia el 31 de marzo de 2008 en las regiones III y XII. En las restantes regiones entrará en vigencia de acuerdo al siguiente calendario: en las Regiones I, IV, V y XIV el 31 de octubre de 2008, en las Regiones II, VI, VII y VIII el 30 de abril de 2009, en la Región Metropolitana el 31 de agosto de 2009 y en las Regiones IX, X, XI y XV el 30 de octubre de 2009.


� Pérez, Alvaro (2006), Revista de Derecho, Vol XIX Nº 1, julio 2006, pp. 205 – 235, Valdivia.


� Kokisch, Domingo (2002), Revista Actualidad Jurídica Nº 2, Enero 2002, Universidad del Desarrollo, Santiago. 


� Lizama, Luis (2006), Revista Derecho Laboral, Tomo XLIX – Nº 221, FCU, Montevideo.


� Macías, Cristóbal (2002), www.colegiodeabogadosdelaspalmas.com/revistaweb/noticias/articulo1.php


� Diario Oficial de la Unión Europea de 30.12.2006.


� El anexo I del Reglamento enumera el título del cual puede derivar la deuda: contrato de compraventa, contrato de arrendamiento (bien mueble, bien inmueble, alquiler comercial), contrato de servicios (electricidad, gas, agua, teléfono, asistencia sanitaria, transporte, asesoría legal, asesoría fiscal, asesoría técnica, hotel, restaurante, reparación, corretaje, otros), contrato de obras, contrato de seguros, préstamo, fianza u otro tipo de garantía, deudas derivadas de obligaciones extracontractuales si existe acuerdo entre las partes o un reconocimiento de deuda, deudas nacidas de la propiedad indivisa de un bien, daños y perjuicios – contrato, acuerdo de suscripción (periódico, revista), cuota de miembro, contrato laboral, acuerdo de alimentos, otras.


� www.mju.es/Monitorio.htm


� Un acabado análisis sobre las distintas modalidades de este procedimiento se puede encontrar en el artículo del Profesor Alvaro Pérez (op.cit.)


� De Gómez Orbaneja, citado por Cristóbal Macías (Ob. Cit).


� De Garberi Llobregat, citado por Cristóbal Macías (Ob. Cit).


� De Cristóbal Macías (Op. Cit).


� De Juan Pablo Correa Delcasso, citado por Domingo Kokisch (Ob. Cit).


� De Cristofolini, G., citado por Domingo Kokisch (Ob. Cit.).


� Bernal, Karina; ponencia en el XXIII Congreso Nacional de Derecho Procesal, Mendoza 2005. Ver en http://www.calz.org/img/ponencia-procmonit-otom.pdf.


� Cfr. Macías, Cristóbal, ob.cit.


� Interesa tomar nota de lo que señalara el citado profesor Kokisch: 	“Resulta evidente que en los últimos diez años ha existido en nuestro país un gran interés por el derecho procesal penal, no sólo en el ámbito universitario y especializado en el derecho, sino en todos los rincones de la sociedad chilena y no hay duda, que la denominada reforma procesal penal ha enriquecido el debate jurídico sobre un tema que estuvo latente por muchos años, como fue la mutilación del proceso penal chileno sin la presencia de un Ministerio Público en primera instancia, para ejercer la acción penal pública, lo que ponía de manifiesto, simplemente, una ceguera jurídica cultural injustificable.”





	“Ahora el aludido defecto se ha reparado, pero como ocurre en cualquiera obra del hombre, sólo pone de manifiesto las carencias que en el mismo orden de cosas existen en otras materias, por ejemplo, en el derecho procesal civil y, en especial, en un proceso que sirva con mayor eficacia para la debida protección del crédito”


� El despido de una trabajadora con fuero maternal, requiere ser autorizado previamente por un Juez del Trabajo.


� En Chile el fuero maternal rige desde el momento de la concepción hasta un año después de expirado el postnatal. El postnatal, o permiso de maternidad después del parto, tiene una duración de 12 semanas.


� Si se piensa bien, aceptar la apelación significaría desvirtuar la estructura monitoria. Supongamos que el juez acoge la pretensión del trabajador, el empleador no reclama. Luego apela de la resolución, la Corte debería pronunciarse sobre si confirma o revoca. Si confirma, el empleador perdió la posibilidad de abrir la tapa de contradicción e impugnar los antecedentes invocados por el trabajador, porque claro, no sería razonable que en la Corte se desarrollara el juicio declarativo y se rindiera la prueba para desvirtuar la pretensión acogida por el Juez de primera instancia. Si la Corte revoca, el trabajador debiera poder impugnar y exigir entonces que se abra en el tribunal la etapa de contradicción. Esto sería bastante discutible si además –como sabemos- se habría producido el desasimiento del tribunal si calificamos la resolución como sentencia definitiva.





� Lizama, L. (Ob. Cit.)


� El considerando 6 del Reglamento Europeo señala: “el cobro rápido y eficiente de créditos pendientes que no son objeto de controversia jurídica es de vital importancia para los operadores económicos de la Unión Europea, toda vez que la morosidad es una de las principales causas de la insolvencia que hace peligrar la supervivencia de empresas, particularmente pequeñas y medianas empresas, y provoca la pérdida de numerosos puestos de trabajo”.





� Será precursor de la reforma procesal civil, donde ha sido propuesto también como una modalidad procesal. Cuantos casos de acreedores que por los bajos montos no inician una acción procesal dada la complejidad de los procedimientos, o cuantos juicios iniciados, no obstante la rebeldía del deudor, deben seguir todas las etapas, con un tremendo costo para el Estado y los particulares. Según señala la profesora K. Bernal (ob.cit.) “en los países europeos en los que está instaurado el proceso monitorio, el número de casos en los que no hay oposición por parte del deudor supera el 90%”. El procedimiento monitorio da una respuesta muy satisfactoria, generando respuestas para favorecer la circulación del dinero y evitar serios perjuicios a los particulares, pequeñas empresas y trabajadores.





� El artículo 168 del Código del Trabajo dispone que “El plazo contemplado en el inciso primero se suspenderá cuando, dentro de éste, el trabajador interponga un reclamo por cualquiera de las causales indicadas, ante la Inspección del Trabajo respectiva”. Por su parte el artículo 480, en su inciso final estable “Con todo, la interposición de un reclamo administrativo debidamente notificado ante la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de los plazos indicados en los incisos primero, segundo, tercero y cuarto suspenderá también la prescripción, cuando la pretensión manifestada en dicho reclamo sea igual a la que se deduzca en la acción judicial correspondiente, emane de los mismos hechos y esté referida a las mismas personas. En estos casos, el plazo de prescripción seguirá corriendo concluido que sea el trámite ante dicha Inspección y en ningún caso podrá exceder de un año contado desde el término de los servicios”. 





� Lizama, L (Ob. Cit).


� Por ejemplo, el considerando 18 del Reglamento de la Unión Europea señala: “en el requerimiento europeo de pago se debe informar al demandado de la posibilidad de pagar al demandante el importe fijado o de enviar un escrito de oposición en un plazo de 30 días si desea impugnar la deuda. Además de facilitar al demandado toda la información sobre el crédito facilitada por el demandante, se le debe advertir sobre la importancia jurídica del requerimiento europeo de pago y, en especial, las consecuencias de la no impugnación.


� Corresponde a una suma de $ 1.440.000, lo que equivale aproximadamente a US$ 3.100.


� Fue una indicación del Senador Allamand la que amplía las materias a “toda contienda laboral”. Esto puede ser importante ya que si a futuro, considerando el aumento de jueces y la protección a la garantía de indemnidad, contenida en el procedimiento de derechos fundamentales, se produce un incremento de los juicios con relación laboral vigente, podría también utilizarse este procedimiento aún cuando no sea con ocasión del despido. Esta idea, no obstante, no consideró el impacto que puede provocar en la actividad conciliadora de la Dirección del Trabajo.





� Hay que advertir no obstante que el Senado reemplazó la frase final que el proyecto de reforma agregaba al artículo 496, que señalaba: “el trabajador podrá optar por el procedimiento de aplicación general regulado en el Párrafo 3° del presente Título, o por el monitorio que se regula a continuación”, por la expresión original imperativa de que en las contiendas señaladas en esta norma “se aplicará el procedimiento que a continuación se señala”, es decir el monitorio. Sin embargo, el artículo 497, mantiene su redacción, señalando en su primera parte: “en caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio (…)”. No queda claro entonces si la intención de la Cámara Alta fue dar el carácter opcional a este procedimiento.





� Esta opción del Ejecutivo, recogida en su propuesta de reforma al procedimiento laboral, no ha estado exenta de debate�, ya que se sostiene que una de las grandes virtudes del procedimiento monitorio original, era que frente a la falta de conciliación, debía ser la Inspección la que de oficio remitiera los antecedentes al Tribunal competente, lo cual hacía efectivo el acceso a la justicia para los trabajadores. Con la nueva modalidad propuesta, es el trabajador el que debe decidir si demanda en Tribunales. Estas críticas, si bien son atendibles, no tienen en cuenta una visión sistémica del fenómeno. Todo sistema procesal, debe considerar la capacidad del sistema judicial para absorver todas las posibles acciones que se sometan a su conocimiento, establecer “filtros” para un uso racional de los recursos, y permitir que los interesados opten racionalmente sobre si someter o no a Tribunales sus conflictos. Todo esto por cierto, sin afectar el acceso a la justicia, y proveyendo los medios para que el trabajador, si lo decide, pueda estar debidamente asesorado y representado en juicio. No parecería muy razonable, que si existe desacuerdo en un monto muy bajo, y por lo mismo el trabajador estimara “muy costoso”, en términos relativos, concurrir a un Tribunal, igualmente la Inspección derivara los antecedentes al Tribunal. Además, esta señal del sistema, de que todo desacuerdo deviene en remisión automática a un Tribunal, puede desestimular en los trabajadores la disposición de conciliar y abultar enormemente el número de asuntos que deban ser conocidos en sede judicial, pudiendo colapsar el sistema.	Lo que sí resulta relevante considerar, como complemento necesario de esta nueva modalidad de monitorio, es que el trabajador cuente con la asesoría jurídica especializada, para lo cual la denominada “defensoría laboral”, adquiere ribetes de la mayor importancia para garantizar el efectivo acceso a la justicia.


� Este aspecto sin duda es de la mayor importancia en cualquier procedimiento monitorio. Se debe asegurar la debida notificación al deudor, dada las graves consecuencias que le acarrea el no oponerse a la resolución del Juez. Así por ejemplo, el considerando 19 del Reglamento Europeo del Procedimiento Monitorio, señala que “para la notificación del requerimiento europeo de pago, ningún método de notificación que se base en una ficción legal del cumplimiento de estas normas mínimas debe considerarse suficiente”.


� Esta primera resolución que dicta el Juez acogiendo o rechazando la demanda monitoria, o citando a una audiencia no podrá ser objeto de ningún recurso. Primero porque así lo señala expresamente el artículo 500 en su inciso segundo y porque de proceder se daría el siguiente absurdo: si por ejemplo el juez rechaza la demanda monitoria, el trabajador entonces podría recurrir de nulidad ante la Corte de Apelaciones, si el tribunal superior acoge el recurso y revoca por tanto la resolución, significaría que fue acogida la demanda del trabajador, y entonces. A) ¿entendemos que el empleador debe pagar sin tener derecho de hacer valer sus argumentos y pruebas?, o B)¿ el empleador puede reclamar ante el Juez para que cite a una audiencia?. Nótese que en este último caso el juez deberá dictar sentencia, y entonces ¿nuevamente se podría demandar de nulidad ante la Corte?.





� Por la falta de conocimiento de este procedimiento y lo alejado de nuestra tradición, esta consecuencia puede sorprender a muchos, sin embargo debemos considerar el actuar racional de las partes. Un empleador, que recibida la resolución y en conocimiento de los antecedentes acompañados por el trabajador, habiendo evaluado los mismos con un abogado, consciente de que efectivamente debe y que no podrá desvirtuar lo alegado por el trabajador, lo razonable es que opte por no enfrentar la etapa siguiente de contradicción, la que le significará pagar asesoría jurídica, costas procesales y personales, más los reajustes e intereses de la deuda.





� Podrá plantearse la crítica de que el mismo Juez que dictó la primera resolución, luego conozca en la etapa de contradicción. La verdad es que no es una situación ajena a otras estructuras procesales, como por ejemplo el juicio ejecutivo en que despacha el mandamiento y luego podrá conocer de las excepciones, o las gestiones preparatorias de la vía ejecutiva en que también emite un pronunciamiento previo. En el procedimiento laboral se admite en la etapa de conciliación que el magistrado emita opiniones, las que no lo inhabilitan para luego dictar fallo. Es necesario entender que este procedimiento obedece también a una cierta racionalidad en el uso de los recursos judiciales, por lo que está además vinculado a demandas de baja cuantía. En todo caso, no es un asunto esencial de la estructura monitoria, en otros sistemas el procedimiento concluye con la primera resolución del Juez, y si existe oposición se inicia otro procedimiento, no siempre en forma automática, ante el mismo u otro tribunal.





� Recordemos que en la propuesta de reforma a la ley 20.087, se establecía un procedimiento especial para impugnar judicialmente las multas administrativas y otras resoluciones que emanen de la Dirección del Trabajo, que se limitaba a una única audiencia. Ahora se proponen dos posibles procedimiento, según la cuantía. En aquellos casos de cuantía superior a 10 IMM, se aplicará el procedimiento de aplicación general de dos audiencias, lo que redundará en un incremento de las cargas de trabajo de los Tribunales, considerando además que habrá un incremento de este tipo de impugnaciones dado que se elimina la obligación de consignar 1/3 de la multa –lo que compartimos absolutamente- y además se establece el derecho a recurrir de nulidad de las sentencias que se dicten en estos juicios, siendo que con anterioridad la Corte Suprema había resulto la inapelabilidad de estas causas, con lo cual habrá más incentivos para judicializar las multas.





